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           DEBIDO PROCESO / PLAZO RAZONABLE / DEMORAS EN ACTUACIÓN DE LA FISCALÍA / PROCESO EN TRÁMITE / EXISTENCIA DE OTROS MECANISMOS ORDINARIOS / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENTE. Significa lo anterior, que la Corte Constitucional  ha señalado que la noción de plazo razonable es vital para determinar en cada caso concreto sí el derecho al debido proceso en tanto garantía de recibir resolución oportuna, ha sido vulnerado, y ello sólo se entiende si la dilación o mora de la autoridad judicial ha sido injustificada, por lo cual será transgresora del derecho aludido la inobservancia de términos que se presente sin causa que lo justifique o razón que las fundamente.

4.4.6. Revisadas las actuaciones de la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas dentro del proceso radicado bajo el No.661706000066201401173, la  Sala observa que si bien es cierto  que la denuncia penal en contra de la señora Valentina Cantor Zapata fue presentada el 12 de junio de 2014, también lo es que el ente investigador accionado ha adelantado la indagación lo pertinente para proteger las garantías de las víctimas, toda vez que  ha acudido al juez de garantías en varias oportunidades no solo para que autorice la búsqueda selectiva en base de datos con el fin de ubicar a la señora CZ para que esta comparezca al proceso, sino que decidió solicitar la suspensión tanto del título valor, letra de cambio, como la del proceso civil en el que aparece como demandado el señor CYTC, peticiones últimas que fueron concedidas por la juez de control de garantías, lo que indica que a los accionantes dentro del proceso penal se le han salvaguardado sus derechos fundamentales. Así mismo, quedó probado que la Fiscalía 19 Seccional se encuentra adelantando las pesquisas pertinentes para ubicar a la señora CZ y proceder a vincularla al trámite en aras de formularle la debida imputación. De tal manera, que esta Sala concluye que la mora en la indagación no es producto de la inactividad del ente acusador, sino de la compleja carga laboral y a circunstancias propias del procedimiento pena, tal como lo expuso la delegada de la FGN en la contestación a la demanda de amparo. 
 (…)

4.4.8. Ahora bien, es cierto que una mora en resolver los procesos judiciales puede afectar los intereses de quienes se encuentran a la espera de que se les defina su situación y generar una transgresión al debido proceso. Sin embargo, para esos efectos, existen otras vías judiciales eficaces que desplazan la acción de tutela, tal como lo indica el numeral 7º del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal de 2004, prevé como causal de impedimento el hecho consistente en: (…) Que el funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a menos que la demora sea debidamente justificada.”  Y el artículo 60 de la misma norma dispone que si un servidor de la justicia no se declara impedido cuando concurre un motivo para ello, cualquiera de los sujetos procesales puede recusarlo.

4.4.9. De todos modos, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que el accionante junto con su abogado, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto.
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés en contra la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas, Risaralda,  con el fin de que se amparen los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, de defensa, al acceso a la administración de justicia, a la realización del principio constitucional de justicia material, a los derechos inalienables de las personas y a la propiedad. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Refirieron los señores César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés que en el Juzgado 1º Civil Municipal de Dosquebradas, Risaralda, cursa un proceso ejecutivo singular radicado al No.014-179, en el cual figura como demandante la señora Valentina Cantor Zapata y como demandado el señor César Yamid Torres Cortés  donde se aduce se obligó al pago de una letra de cambio suscrita por valor de $12.160.000. 

Los señores Torres Cortés son copropietarios de la casa de habitación ubicada en la urbanización la Macarena, Lote 8, Manzana 0 de Dosquebradas, Risaralda, con folio de matrícula inmobiliaria No. 294-11239 de la Oficina de Registro e Instrumentos públicos de Dosquebradas, sobre la cual pesa una medida cautelar correspondiente al proceso ejecutivo antes aludido, de lo cual los accionantes se enteraron no porque el juzgado referido hubiera notificado la demanda, sino por cuanto le expidieron un certificado de tradición del inmueble antes descrito.

Toda vez que el señor César Yamid Torres Cortés adujo no tener deudas pendientes con nadie y por no haber firmado el título valor motivo de la acción ejecutiva, denunció el día 12 de junio de 2014 a la señora Valentina Cantor Zapata ante la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas, para que investigara la comisión de los punibles de falsedad material e intelectual en documento privado agravada por el uso, estafa y fraude procesal, allegando los medios de prueba pertinentes. 
Mencionaron que la señora Valentina Cantor Zapata no se presentó a la fiscalía a la toma de la prueba grafológica solicitada por el actor, ni a ninguna de las citaciones remitidas a la dirección que aportó en la demanda civil.

Señalaron que existe un dictamen del 22 de septiembre de 2015 del perito investigador del CTI que determinó que no hay coincidencia de la firma real del señor César Yamid Torres Cortés y la plasmada en la letra de cambio. 

El 26 de septiembre de 2016 el apoderado judicial del señor César Yamid Torres Cortés solicitó ante la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas que se realizaran las siguientes audiencias: i) restablecimiento del derecho de la víctima en el entendido de que se levantara la medida cautelar de embargo del 50% y secuestro sobre el inmueble de su propiedad, ii) formulación de imputación en contra de la señora Valentina Cantor Zapata y iii) que se allegara al Juzgado 1º Civil Municipal de Dosquebradas la copia del informe y dictamen de grafología.

El 8 de agosto de 2016 se llevó a cabo la audiencia especial de restablecimiento de derecho de la víctima ante el Juzgado 1º Penal  Municipal de Dosquebradas, en la cual decidió la suspensión del título valor (letra de cambio) y la suspensión del proceso. 

Sin embargo, como al señor César Yamid Torres Cortés no se le  restablecieron sus derechos, el 26 de septiembre de 2016 el apoderado judicial del actor solicitó nuevamente ante la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas que realizara la audiencia con el fin de que se ordenara el levantamiento de la medida cautelar de embargo del 50% que registra el inmueble de propiedad de la víctima, lo que no fue tramitado.

La anterior petición fue reiterada el 24 de febrero de 2017 ante la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas y adicionalmente, se solicitó que se realizara la audiencia de declaración de persona ausente con el fin de que se le imputaran a la señora Valentina Cantor Zapata los cargos por los delitos de fraude procesal y estafa agravada, sin que a la fecha de presentación de esta acción de tutela se hubiera obtenido respuesta alguna.
Señalaron que han transcurrido más de 3 años y 8 meses desde la radicación de la denuncia y el proceso no avanza, lo que consideró una vulneración a los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a los derechos inalienables de las personas, el acceso a la justicia, a la realización del principio constitucional de justicia material y a la propiedad.

Por lo tanto, consideraron que la acción de tutela es el medio más eficaz para restablecer las garantías de los accionantes, por lo que solicitaron: i) el amparo de los derechos fundamentales antes relacionados, ii) ordenar a la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas que disponga: a) realizar la audiencia de declaratoria de persona ausente para que se formulen a la señora Valentina Cantor Zapata los cargos por los delitos de fraude procesal y estafa agravada y b) se lleve a cabo la audiencia especial de restablecimiento de los derechos de las víctimas cargos a al suscrita que realice audiencia de persona ausente (sic) y audiencia especial de restablecimiento de derecho de la víctima. 
Las pruebas aportadas en el infolio son las visibles en los folios 17 al 52. 

3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1. JUEZ 2º PENAL MUNICIPAL  DE DOSQUEBRADAS 
Informó que dentro del proceso radicado al número 661706000066201401173 realizó las audiencias preliminares de control previo y posterior a la búsqueda selectiva de datos, sin que existan más solicitudes pendientes por revisar.  En tal virtud, no puede predicarse que vulneración los derechos fundamentales invocados por el actor, ya que constitucional y legalmente le corresponde al ente acusador radicar las actuaciones pendientes ante los jueces competentes y en virtud de ello, solicitó su desvinculación del amparo constitucional (fl. 59). 

Anexó copia de la solicitud de audiencia preliminar, copia del acta de la audiencia preliminar de control posterior a búsqueda selectiva en base de datos, la copia de la solicitud de audiencia preliminar de búsqueda en base de datos ubicación de la indiciada,  y la copia de la audiencia de autorización de la misma  (Fls. 60-69). 
3.2.  JUZGADO 1º PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS RISARALDA 
Precisó que dentro de la investigación que adelanta la FGN radicada bajo el número 661706000066201401173, asunto objeto de tutela, dicho juzgado conoció las audiencias preliminares de suspensión de poder dispositivo y declaratoria de persona ausente. 

Expuso que la solicitud de suspensión de poder dispositivo correspondió por reparto el 10 de marzo de 2016, la cual fue sustentada por la FGN  el 13 de julio de 2016, se fijó como fecha para dar a conocer  la decisión el 8 de agosto de 2016 y en la que se resolvió acceder la suspensión del título valor, letra de cambio, con fecha de creación del 16-02-2013 y la suspensión del proceso ejecutivo de mínima cuantía que se tramita en el Juzgado 1º Civil Municipal de Dosquebradas, determinación que no fue objeto de recurso alguno. 
Con respecto a la solicitud de declaratoria de persona ausente, correspondió a dicho juzgado por reparto el 8 de junio de 2017 y en audiencia del 6 de junio de 2017 se negó la misma, ya que la juez de entonces consideró que no se reunían los presupuestos legales establecidos para ello. Contra esa decisión no se interpuso recurso y como consecuencia quedo ejecutoriada. 

Observó que en la acción de tutela presentada por los actores no se atribuye la supuesta transgresión de sus derechos fundamentales a un hecho específico, sino a la omisión y mora en el proceso penal, por lo que el juzgado refiere que solo puede indicar que ha realizado con diligencia las audiencias que por reparto le han correspondido y en donde profirieron decisiones que en su momento no fueron objetadas por las partes. 
Consideró que por razones de competencia desconoce el estado actual de la investigación penal. 

Solicitó su desvinculación de la actuación (Fl. 71)

Anexó copia de la solicitud de audiencia preliminar y acta de declaratoria de persona ausente (Fls.      ).
3.3. FISCALÍA 19 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS RISARALDA 

Informó que ha contestado de manera personal y verbal las solicitudes presentadas por el señor César Yamid Torres y le ha dado las explicaciones del caso en dos oportunidades. La última vez le informó personalmente, que había realizado la audiencia solicitando la declaratoria de persona ausente de la señora Valentina Cantor Zapata, pero que la Jueza Primera Penal de Dosquebradas negó dicha solicitud con el argumento de que no se habían agotado los mecanismos de búsqueda conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del CPP, para tratar de ubicar a la indiciada, pues conforme a la autorización de búsqueda selectiva en base de datos aún faltaban entidades por responder, por lo que no apeló dicha determinación al estimar que la juez tenía razón. 
Informó que dentro de la investigación le han cambiado los  investigadores en dos oportunidades en menos de 6 meses, lo que genera confusión y lentitud en el trámite, aunado al cúmulo de trabajo que impide que se despachen los procesos con la premura que se requiere.  
Señaló que el 5 de marzo de 2018 dio una orden a policía judicial a otro investigador para que continuara con la búsqueda selectiva y también solicitó audiencia de control previo a búsqueda selectiva en base de datos a la entidad Migración Colombia con el fin de verificar lo informado por el investigador Omar de Jesús Vásquez Morales, en el sentido de que al parecer la señora Valentina Cantor Zapata se encontraba fuera del país, más exactamente en la ciudad de Santiago de Chile y efectivamente el 16 de marzo se realizó dicho audiencia. Por lo tanto, hasta que no se agote la búsqueda selectiva en base de datos, no es posible solicitar la declaratoria de persona ausente o en caso de ser ubicada, poder declararla en contumacia.

Consideró que para proteger a la víctima se dispuso la suspensión del título fraudulento y del proceso ejecutivo con fundamento en que el título resultó ser espurio, por lo que de esta manera se está protegiendo sus derechos, pues el inmueble embargado no puede ser rematado hasta tanto no se  levante la medida provisional dispuesta por el juez de garantía.

Precisó que los actores están confundiendo la suspensión del poder dispositivo que tiene el propietario sobre el inmueble objeto de embargo, con la suspensión del título fraudulento y del proceso ejecutivo. Por lo tanto,  mientras estén suspendidos el título valor y el proceso civil, no existe ningún riesgo de que la víctima pierda el inmueble con ocasión del embargo que pesa sobre el mismo, estimando esta funcionaria que es innecesaria la suspensión del poder dispositivo, solicitado por lo accionantes. 
Por lo anterior, consideró que no se han vulnerado los derechos invocados por los accionantes, a quienes les pide tener un poco más de paciencia para continuar con la investigación, ya que presenta un montón de trabajo (Fls.   )
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.3.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:   
“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4.  PROBLEMA JURÍDICO  Y SOLUCION AL CASO EN CONCRETO
4.4.1. Corresponde a esta Sala establecer si la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas y las demás autoridades vinculadas han vulnerado las garantías constitucionales al debido proceso, a la igualdad, de defensa, al acceso a la administración de justicia, a la realización del principio constitucional de justicia material, a los derechos inalienables de las personas y a la propiedad invocados por los señores César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés, quienes fungen como víctimas dentro del proceso radicado al No.661706000066201401173 que adelanta la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas en contra de la señora Valentina Cantor Zapata por la presunta conducta de falsedad material en documento público agravado por el uso y fraude procesal, con fundamento en que hasta la fecha de instaurar la presente acción constitucional la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas haya procedido a solicitar nuevamente la declaración de persona ausente con el fin de formular imputación a la señora Valentina Cantor Zapata por las conductas delictivas aludidas.

4.4.2. “El derecho de las víctimas a participar en el proceso penal, se encuentra ligado al respeto de la dignidad humana, así lo consideró la Corte Constitucional en la Sentencia C-839 de 2012 cuando señaló lo siguiente:

“Al tenor de lo dispuesto en el artículo primero de la Constitución, que dice que “Colombia es un Estado social de derecho fundado en el respeto de la dignidad humana”, las víctimas y los perjudicados por un hecho punible pueden exigir de los demás un trato acorde con su condición humana. Se vulneraría gravemente la dignidad de víctimas y perjudicados por hechos punibles, si la única protección que se les brinda es la posibilidad de obtener una reparación de tipo económico. El principio de dignidad impide que el ser humano, y los derechos y bienes jurídicos protegidos por el derecho penal para promover la convivencia pacífica de personas igualmente libres y responsables, sean reducidos a una tasación económica de su valor. El reconocimiento de una indemnización por los perjuicios derivados de un delito es una de las soluciones por las cuales ha optado el legislador ante la dificultad en materia penal de lograr el pleno restablecimiento de los derechos y bienes jurídicos violentados en razón a la comisión de un delito. Pero no es la única alternativa ni mucho menos la que protege plenamente el valor intrínseco de cada ser humano. Por el contrario, el principio de dignidad impide que la protección a las víctimas y perjudicados por un delito sea exclusivamente de naturaleza económica.[41]”

 (...) “El derecho de las víctimas a participar dentro del proceso penal para lograr el restablecimiento de sus derechos, tienen también como fundamento constitucional el principio participación (artículo 2, CP), según el cual las personas pueden intervenir en las decisiones que los afectan.[42] No obstante, esa participación deberá hacerse de conformidad con las reglas de participación de la parte civil y sin que la víctima o el perjudicado puedan desplazar a la Fiscalía o al Juez en el cumplimiento de sus funciones constitucionales, y sin que su participación transforme el proceso penal en un instrumento de retaliación o venganza contra el procesado”.

4.4.3. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, la Sala observa que en este asunto específico, el  12 de junio de 2014 el señor César Yamid Torres Cortés se vio en la obligación de denunciar a la señora Valentina Cantor Zapata por los delitos de falsedad material e ideológica en documento agravada por el uso, estafa y fraude procesal a raíz del proceso ejecutivo singular radicado bajo el No.2014-179 que cursa en el Juzgado 1º Civil Municipal de Dosquebradas, en donde aparece como demandante la señora Valentina Cantor Zapata reclamando el pago de una letra de cambio por valor de $12.160.000 al señor César Yamid Torres Cortés, y en el que se decretó el embargo y secuestro del 50% del bien inmueble del cual son propietarios los accionantes (Fls. 21-29), para lo cual aportó, entre otros documentos, el informe de investigador de laboratorio FPJ-13 del 2015/09/22 en el que se  procedió a establecer la uniprocedencia entre el contenido de la letra de cambio y las muestras manuscritas tomadas al señores César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés, concluyéndose que no se halló “procedencia manuscrita entra las muestras del señor César Yamid Torres Cortés con las grafías dubitadas plasmadas en la letra de cambio” (Fls. 31-37). 
4.4.4. En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, ha sido definido por la Corte Constitucional como “una serie de garantías que tienen por fin sujetar las actuaciones de las autoridades judiciales y administrativas a reglas específicas de orden sustantivo y procedimental, con el fin de proteger los derechos e intereses de las personas en ellas involucrados.”  Y en la Sentencia T-647 de 2013, dicha Corporación enfatizó lo siguiente: “El respeto al derecho fundamental al debido proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una sanción"[3] 

4.4.5. Sobre la indeterminación en el tiempo de la etapa previa a la instauración de la acción penal y la incidencia de ello en el debido proceso, la Corte Constitucional en la Sentencia T-555 de 2015 analizó lo siguiente:
 
“(…) es forzoso concluir que no se aviene al debido proceso y, por el contrario, lo niega, la configuración de una etapa investigativa carente de término. Se contraviene la idea medular del proceso que se sustenta en la esencialidad y en la previsibilidad de las formas, pues, una etapa indefinida en el tiempo no canaliza ni puede servir de molde idóneo a la actividad del Estado que reclama disciplina y orden y que, en la investigación del delito debe avanzar de manera progresiva y a través de una serie de actos vinculados entre sí y orientados hacía un resultado final que necesariamente se frustraría si a las diferentes etapas no se les fija término, más aún si son contingentes y puramente instrumentales como acaece con la investigación previa.
“El ejercicio anticipado del derecho constitucional al debido proceso (CP art. 29), correlativo al desarrollo de la función investigativa y punitiva del Estado, proscribe la actuación investigativa que se prolongue indefinidamente en el tiempo. La ausencia de término específico para la investigación previa, legitima inconstitucionalmente las más excesivas dilaciones toda vez que su finalización podría coincidir con el momento de la prescripción de la acción penal”.
 
“(…) la fijación de un término estimula el cumplimiento de las funciones de los fiscales, pues se radica en ellos un deber específico de adelantar las pesquisas e indagaciones necesarias dentro de límites temporales concretos. En definitiva, el efecto del plazo no es liberar al fiscal de sus deberes y de su carga procesal, sino de constreñirlo a que lo haga pronta y eficientemente.
 
 Así entendido, el término es un dispositivo que activa, impulsa y moviliza la actividad procesal de los operadores jurídicos, para que adelanten el procedimiento de manera pronta, diligente y eficaz, y aseguren una respuesta dentro de límites temporales razonables; la inexistencia de estos términos, por el contrario, fomenta la inactividad procesal y favorece la dilación indefinida de los procesos, en perjuicio de las propias víctimas. En otras palabras, la definición de un plazo asegura a las víctimas de los delitos el acceso a la justicia, así como los derechos que se exigen a través de ella”.
 
Nótese que la Corte también ha sostenido que el término de prescripción de la acción penal es un término razonable para que la Fiscalía proceda a formular imputación[10], si así lo juzga pertinente, luego de llevar a cabo la indagación.
 
Sin embargo, es imperativo recalcar que “la mayor o menor amplitud del término judicial deberá condicionarse a factores tales como: la naturaleza del delito imputado, su mayor o menor gravedad, el grado de complejidad que su investigación comporte, el número de sindicados, los efectos sociales nocivos que de él se desprendan, etc.”[11], de suerte que si, por diversas vicisitudes, se ha visto truncado el normal desenvolvimiento de las diligencias, lo menos que corresponde es mantener al tanto a los interesados, quienes, legítimamente, tienen la expectativa de que el proceso se surta dentro de términos razonables. Sobre este punto, esta Corporación ha dicho:
 
“El conocimiento de las específicas condiciones que determinan la demora hace parte de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia y le permiten al afectado reaccionar si lo estima pertinente y en la forma que considere adecuada, así como cumplir con los deberes que le atañen en cuanto parte o interviniente en el proceso e, incluso, brindar la colaboración que esté a su alcance en procura de contribuir a la solución del problema”[12].
Significa lo anterior, que la Corte Constitucional  ha señalado que la noción de plazo razonable es vital para determinar en cada caso concreto sí el derecho al debido proceso en tanto garantía de recibir resolución oportuna, ha sido vulnerado, y ello sólo se entiende si la dilación o mora de la autoridad judicial ha sido injustificada, por lo cual será transgresora del derecho aludido la inobservancia de términos que se presente sin causa que lo justifique o razón que las fundamente.

4.4.6. Revisadas las actuaciones de la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas dentro del proceso radicado bajo el No.661706000066201401173, la  Sala observa que si bien es cierto  que la denuncia penal en contra de la señora Valentina Cantor Zapata fue presentada el 12 de junio de 2014, también lo es que el ente investigador accionado ha adelantado la indagación lo pertinente para proteger las garantías de las víctimas, toda vez que  ha acudido al juez de garantías en varias oportunidades no solo para que autorice la búsqueda selectiva en base de datos con el fin de ubicar a la señora Cantor Zapata para que esta comparezca al proceso, sino que decidió solicitar la suspensión tanto del título valor, letra de cambio, como la del proceso civil en el que aparece como demandado el señor César Yamid Torres Cortés, peticiones últimas que fueron concedidas por la juez de control de garantías, lo que indica que a los accionantes dentro del proceso penal se le han salvaguardado sus derechos fundamentales. Así mismo, quedó probado que la Fiscalía 19 Seccional se encuentra adelantando las pesquisas pertinentes para ubicar a la señora Cantor Zapata y proceder a vincularla al trámite en aras de formularle la debida imputación. De tal manera, que esta Sala concluye que la mora en la indagación no es producto de la inactividad del ente acusador, sino de la compleja carga laboral y a circunstancias propias del procedimiento pena, tal como lo expuso la delegada de la FGN en la contestación a la demanda de amparo. 

4.4.7. Así las cosas, el juez de tutela no puede en aras de proteger los derechos de los accionantes, alterar los turnos dispuestos para resolver los procesos, por cuanto eso implicaría pasar por alto los derechos de otras personas que también se encuentran a la espera de que su asunto sea resuelto. 

4.4.8. Ahora bien, es cierto que una mora en resolver los procesos judiciales puede afectar los intereses de quienes se encuentran a la espera de que se les defina su situación y generar una transgresión al debido proceso. Sin embargo, para esos efectos, existen otras vías judiciales eficaces que desplazan la acción de tutela, tal como lo indica el numeral 7º del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal de 2004, prevé como causal de impedimento el hecho consistente en: (…) Que el funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a menos que la demora sea debidamente justificada.”  Y el artículo 60 de la misma norma dispone que si un servidor de la justicia no se declara impedido cuando concurre un motivo para ello, cualquiera de los sujetos procesales puede recusarlo.

4.4.9. De todos modos, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que el accionante junto con su abogado, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado 68.111 del 18 de julio de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” (Subrayas propias) 

4.4.10.   Significa lo anterior, que la actuación penal donde los accionantes son los denunciantes, no ha culminado, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que los actores tienen la posibilidad de acudir a reclamar las garantías que considera han sido vulneradas, lo que torna improcedente el amparo propuesto. 

4.4.11. Por tal razón, se reitera, que al existir un mecanismo judicial, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991 que señala que “La acción de tutela no procederá (…) Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” 

4.4.12.   Así mismo, el inciso 4º  del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, circunstancia esta que no se encuentra acreditada dentro de la foliatura; por lo tanto, la presente demanda de tutela  no puede prevalecer ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales del señor César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés.

Consecuente con lo discurrido, el amparo invocado por el accionante es improcedente.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por los señores César Yamid Torres Cortés y Norman Ricardo Torres Cortés en contra de la Fiscalía 19 Seccional de Dosquebradas y los demás funcionarios vinculados a este trámite.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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